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MATERIAS: Término de contrato de arrendamiento por condición resolutoria ordinaria e indemnización de perjuicios. 
 
RESUMEN DE LOS HECHOS: Demandante y demandada celebran un contrato de arrendamiento, ante notario público, 
en que la demandante  da en arrendamiento a la demandada determinadas pertenencias mineras, que totalizan una 
extensión de 100 hectáreas. En la cláusula 5ª del  contrato, se determinó la renta mensual de arrendamiento, 
correspondiente al pago de una regalía en dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, por cada tonelada de los 
minerales producidos en la planta de beneficio ubicada en la mina. El arrendatario se obligó a explotar como mínimo 
50.000 toneladas mensuales, por lo que se obligó a pagar una renta de arrendamiento mínima garantizada de US$ 
125.000. 
 
En la cláusula 12º del contrato, las partes convienen que la no obtención de la certificación por parte del Sernageomin, 
acorde a la letra b) del Artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera, constituirá un evento de condición resolutoria 
ordinaria del contrato. Es decir, si esta certificación no es obtenida por “cualquier causa” dentro de los 90 días siguientes 
y corridos a la fecha de celebración del contrato, o en su defecto no se puedan presentar los documentos requeridos por 
la autoridad para trabajar con un permiso provisorio, el contrato termina de pleno derecho, sin necesidad de declaración 
judicial o convencional alguna y sin que haya lugar a indemnización de cualquier naturaleza a favor de alguna de las 
partes.  
 
La demandada no obtiene la certificación antes aludida, a raíz de lo cual, la actora demanda solicitando se condene al 
pago de una indemnización de perjuicios por los daños causados al no percibir la renta. Sostiene que existe culpa por 
parte de la demandada y reconoce que operó la condición resolutoria ordinaria.  
 
LEGISLACIÓN APLICADA: 
Letra b) del Artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera.  
Código Civil: Artículos 1.437, 1.467, 1.479, 1.545, 1.560, 1.700, 1.702 y 2.284.  
Código de Procedimiento Civil: Artículos 170, 342, 636, 637 y siguientes. 
 
DOCTRINA: La condición resolutoria ordinaria produce sus efectos de pleno derecho y el contrato es una verdadera ley 
para las partes. 
 
La condición resolutoria es un hecho futuro incierto, del cual depende la extinción o resolución de un derecho. La 
condición resolutoria es ordinaria, cuando por el solo hecho de cumplirse se extingue el derecho. La condición resolutoria 
opera de pleno derecho o ipso jure.  En el caso del contrato de arrendamiento de las pertenencias mineras, las partes 
pactaron que éste quedara sujeto a una condición resolutoria ordinaria,  consistente en que si por cualquier causa, 
dentro de los 90 días corridos siguientes a la suscripción del contrato, no se obtenía la certificación de la letra b) del 
Artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera, el contrato terminaría de pleno derecho sin necesidad de declaración 
judicial o convencional alguna. Además pactaron expresamente, que en este caso no habría lugar a indemnizaciones de 
ninguna naturaleza a favor de las partes. No habiéndose obtenido la certificación dentro de los 90 días siguientes a la 
suscripción del contrato, éste quedó terminado.  La condición resolutoria afecta la eficacia del acto jurídico o contrato, 
cumpliéndose la condición el mismo terminó, sin que de él las partes adquirieran derecho alguno. La demandante no 
puede alegar incumplimiento contractual, ni tiene derecho a exigir el pago de rentas respecto de un contrato que terminó 
por el cumplimiento de una condición resolutoria ordinaria pactada por las partes. De acuerdo al Artículo 1.545 del 
Código Civil, el contrato es una ley para las partes, que no puede ser alterado sino de común acuerdo. De esta forma, no 
cabe que la demandante alegue perjuicios producto del cumplimiento de una condición resolutoria, habiéndose  pactado 
que en dicho caso no habría lugar a indemnización alguna. No hay culpa de la demandada, dado que se pactó que la 
condición resolutoria ordinaria operaría si no se conseguía la certificación necesaria  “por cualquier causa”.  El pago de la 
renta estaba estrictamente vinculado a la existencia de la explotación de la mina, esto es, a la efectiva extracción de 
mineral. En el hecho la explotación de la mina no se produjo, por lo que mal podría condenarse al pago de una 
indemnización de perjuicios equivalente a la renta de arrendamiento, cuando no ha existido explotación de la mina. La 
mina permaneció en poder del demandante, sin que se extrajera mineral alguno de la misma por parte de la demandada, 
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extracción que hacía legítimo y justificaba el pago de la renta. Sin explotación y sin extracción de minerales, no existe 
perjuicio para el demandante.  
 
SENTENCIA ARBITRAL: 
 
Santiago, 30 de agosto de 2011. 
 
VISTOS:  
 
Que con fecha 09 de agosto de 2010, XX, representada por don S.W., ambos domiciliados en DML, Santiago, requirieron 
al Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Santiago, la designación de Árbitro en conformidad a lo 
previsto en la cláusula 14ª del contrato “Arrendamiento de Pertenencias Mineras XX a ZZ”, celebrado por escritura 
pública de fecha 11 de enero del año 2010, ante el notario público de Santiago don NT. Contrato suscrito entre la 
solicitante y ZZ, representada por don L.A., ambos domiciliados en calle DML, Santiago, atendidas las dificultades 
existentes entre las partes en relación al contrato señalado.  
 
Según resolución de fecha 16 de agosto de 2010, que rola a fs. 20 del expediente, el Centro de Arbitraje y Mediación de 
la Cámara de Comercio de Santiago resolvió designar Árbitro al suscrito Juan Pablo Pomés Pirotte, a objeto de que se 
aboque a conocer y resolver la controversia existente en torno a la aplicación del contrato antes mencionado. 
 
Que con fecha 02 de septiembre de 2010, a fs. 23, se certificó por la secretaria del Centro de Arbitraje y Mediación de la 
Cámara de Comercio de Santiago, doña Karin Helmlinger C., el transcurso del plazo dispuesto en el Artículo 10 del 
reglamento procesal del Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Santiago, para presentar 
oposiciones al nombramiento del Árbitro como Árbitro Arbitrador, para conocer y resolver la disputa y juicio 
caratulado “XX con ZZ”, Rol / 1269-10.  
 
Que a fs. 24, con fecha 07 de septiembre de 2010, la designación de Árbitro Arbitrador fue notificada y aceptada 
por el suscrito, jurando desempeñar el cargo fielmente y en el menor tiempo posible, según acta de notificación 
extendida por la Notario Público de Santiago, doña LT1.  
 
Que a fs. 25 este Tribqnal Arbitral tuvo por constituido el arbitraje y aitó a las partes a un primer comparendo 
para fijar bases de procedimientm. Comparendo que después de distintas modificaciones en su fecha, se 
c%lebró el día 08 de noviembre De 2010, en las oficanas del Centro de Arbitraje y MediacióN de la Cámara de 
Comerci/ de Santiago, ubicad`s en Monjitas Nº 392 piso 11, comuna de Santiago.  
 
Qu% son partes litigantes en esta causa sociedad�minera XX, rep2esentada por don S
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W., am`os domiciliados en DML, Santiago, y ZZ, representada por don L.A., ambos domiciliados en calle DML, SantiaGg.  
 
Que a fs. 34, con fech` 08 de noviembre de 2010,�se f)jó el 0rocedimiento de autos en comparen`O celebrado en dicha 
fecha. Aue este Árbitro tiene, de acuerdo a lo estipulado por las partes en la cláusula 14ª del c/ntrato “�rrendamiento de 
Pertenenciac Mineras XX a ZR”$ celebrado por escritura pública de fecha 11 `e enero del año 2010, ante el notarao 
Públaco de Santiago don N�, la calidad de  ÁrBi4ro Arbitrador.   
 
Que la enunciación de las peticiones o acciones de la demandante y sus fundamentos, así como las excepciones o 
defensas del demandado, de acuerdo a lo señalado en el auto acordado de la I. Corte Suprema sobre la forma de la 
sentencia, es la siguiente: 
 
Que a fs. 39 comparece don S.W., chileno, ingeniero civil, en representación de XX, interponiendo demanda de 
indemnización de perjuicios por responsabilidad contractual en contra de ZZ representada por don L.A. Señala que por 
escritura pública de fecha 11 de enero de 2010, ante el notario público de Santiago don NT, XX dio en arrendamiento a 
ZZ, el sector a explotar ubicado en las pertenencias mineras: a) SS 3 pertenencia 22; b) SS 3 pertenencia 23; c) SS 3 
pertenencia 24; d) SS 3 pertenencia 25; e) SS 3 pertenencia 26; f) SS 4 pertenencia 7; g) SS 4 pertenencia 8; h) SS 4 
pertenencia 9; i) SS 4 pertenencia 10 y j) SS 4 pertenencia 11, todas ubicadas en el distrito minero del LL, comuna de 
RR, Provincia de RR, región de TT, que totalizan una extensión de 100 hectáreas. Indica que el objeto del contrato de 
arriendo era explotar y explorar las pertenencias mineras referidas, conforme a un plan de explotación que se 
presentaría en un plazo máximo de 90 días, a contar de la firma del referido contrato. Explica que en la cláusula 5ª del 
contrato se determinó la renta mensual  de arrendamiento que sería el pago de una regalía equivalente a 2,50 dólares de 
los Estados Unidos de Norteamérica, por cada tonelada de los minerales producidos en la planta de beneficio ubicada en 
la mina. El arrendatario se obligó a explotar como mínimo 50.000 toneladas mensuales a partir del mes de abril del año 
2010, por lo que se obligó a pagar una renta de arrendamiento mínima garantizada de US$125.000, de los Estados 
Unidos de Norteamérica. Agrega que de acuerdo a la cláusula 12ª del contrato, las partes convinieron que previo a la 
explotación de las pertenencias mineras arrendadas, se debía obtener del Servicio Nacional de Geología y Minería, la 
certificación referida en la letra b) del Artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera y la respectiva acta que se 
levantara por el Sernageomin, formaría parte integrante del respectivo contrato. Indica que en este punto es donde se 
comenzó a producir el incumplimiento por parte de la demandada, toda vez  que no realizó gestión alguna tendiente a 
dar cumplimiento a esta cláusula. Explica que las partes convinieron que la no obtención de la certificación del 
Sernageomin, es un evento que constituye una condición resolutoria ordinaria del contrato y si esta certificación no es 
obtenida por cualquier causa, dentro de los 90 días siguientes corridos a la fecha de celebración del contrato o en su 
defecto no se puedan presentar los documentos requeridos por la autoridad para trabajar con un permiso provisorio, el 
contrato termina de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial o convencional alguna y sin que haya lugar a 
indemnización de cualquier naturaleza a favor de alguna de las partes. Sostiene la demanda que es la inactividad 
culpable de la demandada la que originó que se verificara la condición resolutoria que conlleva a la terminación del 
contrato de arriendo, toda vez que de acuerdo a lo establecido en la letra d) del numeral 2 de la cláusula 7ª del contrato, 
era obligación de la arrendataria: “la tramitación y obtención de todos los permisos ambientales, sectoriales y/o permisos 
sectoriales no ambientales sin responsabilidad civil, administrativo o penal para la arrendadora, si aquella no cuenta con 
alguno de ellos”.  Sostiene que la demandada no obtuvo por parte del Sernageomin la certificación de la letra b) del 
Artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera y que a consecuencia de ello devino el término del contrato de arriendo. 
Con ello perdió la demandante, el derecho de pago de la renta de arrendamiento mínima garantizada, a partir del mes de 
abril del año 2010.  Se señala que el demandado incurrió en culpa grave al incumplir sus obligaciones, ya que no 
desplegó el mínimo grado de diligencia necesario, para cumplir con el objeto único del negocio, cual era la exploración y 
explotación de las pertenencias mineras. Alega que ello es constitutivo de una negligencia inexcusable que en materia 
civil se equipara al dolo, y no se encuentra afecta a exención  alguna de responsabilidad, ya que ello importaría una 
infracción al Artículo 1.465 del Código Civil. Señala asimismo, que en su parecer el demandado ha incumplido su deber 
de buena fe en los términos referidos en el Artículo 1.546 del Código Civil, por cuanto al menos en dos oportunidades la 
demandante remitió comunicaciones a la demandada requiriéndole el cumplimiento del contrato, sin recibir respuesta  a 
dichos requerimientos. 
 
Agrega que el Artículo 1.556 del Código Civil, dispone que la indemnización de perjuicios comprende el daño emergente 
y el lucro cesante ya provengan de no haberse cumplido la obligación o haberse cumplido imperfectamente o haberse 
retardado el cumplimiento. Que asimismo el Artículo 1.558 establece, que si no puede imputarse dolo al deudor, sólo es 
responsable de lor per*uicios que se p2evidron o pudieron preverse al tiempo del contrato. Pero si hay d/lo es 
responsable de todos los perjuicios que fueron una bknsecuencia inmediata o diRecTa de nn haberse ëumplido 
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la�obligación o haberse demorado 3u cumplimiento. Indic! que en el caso de autos, la demandad! es 2esponsable directa 
del pepjuici/ /casionad/ a la demandante, perjuicio que consiste en la no obtención de l! 2enta de arrenDamiento 
proyectada y que el demandado se obligó a paga2 a razón de QS$ 150.000 dólares de lo3 Estados Unidos de 
Norteamérica, desde el mes de abril de 2010 en adelante. Valora e, total de los pïrjuicios en la cantidad de US$ :75.000 
dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, 1ue equivalen al dÍa 18 de noviembre de 2010 a $ 424.733.750. 
 
Fin!lmente solicita en el petitorio de la demanda, tener por interpuesta demanda de indemnizaciÓn de perjuicios en coltra 
de`ZZ y que en definitiva se acoja la misma por este Tribunal Arbitral, declarándose el in#umplimiento de las oblig!ciones 
por parte del demandado y condenándolo al pago de los perjuicios ocasionados ascendentes a US$ 875.000 dólares de 
los Estados Unidos de Norteamérica, que al día 18 de noviembre de 2010 equivalen a $ 424.733.750, o a la suma que 
este Tribunal Arbitral determine que en derecho corresponda; más intereses desde la fecha en que el demandado sea 
notificado de la demanda y hasta que se efectúe el pago de la suma respectiva, todo ello con costas.  
 
Que a fs. 49, comparece don AB, abogado, en representación de ZZ, contestando la demanda de autos, la cual solicita 
sea rechazada en todas sus partes, con expresa condena en costas, en atención a las siguientes razones de hecho y de 
derecho. 
 
Señala que es efectivo que su representada celebró un contrato de arriendo con la demandante, el cual consta de 
escritura pública de fecha 11 de enero de 2010, otorgada ante el notario público de Santiago don NT. Explica que el 
contrato de arriendo tenía como objeto la exploración y explotación de un sector de 100 hectáreas, que comprende las 
pertenen#ias mineras  SS 3 pertenencaa 22, SS 3 pertenencia 23, SS 3 pertenencia 24, SS 3 pertenencia 25, SS 3 
pertenencia 26, SS 4 pertenencia 7, SQ 4 pertenancia 8, SS 4 pertenencia 9, SS 4 pertenencia 10, SS 4 perten%ncia 11, 
todas ubicadas en el distrito minero LL, comuna de RR, Provincia de RR, región de TT.  
 
Concqerda en que la renta de arrendamhento era el pago de una regalía equivalente a US$ 2,50 dólares de los Estados 
Unidos de Norteamérica
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 por cada tone,ada de minerales pRoducidos en la planta de beneficio ubicada en la mina. Que sin pepjuicio de ello se 
estableció que la arrendatariA se obligaba a explotar un mínimo de 50.000 toneladas�mens5ales, 9 a partir del mes de 
abril del añk�2010, a pagar una renta mínima equivalente a US$ 125.000 dólares mensuales. Agrega que en el contrato 
se señala expre3amente q5e antas de proceder a la ex`lotación de las pertenefcias y duralte los primeros 90 días de 
rigencia, las pArta3 debían cumplir una�serie de obligaciones recípro#as y sin embarGo una vez suscrito el mismo, 
ninguno de los contratantes persistió en su voluntad contractual y dio cumplimiento a ninguna de las obligaciones 
señaladas. Expresa que entre las obligaciones no cumplidas por parte del demandante, está la entrega real de las 
pertenencias y la ejecución en conjunto con la demandada de un plan de cierre de las mismas. Que tampoco se hizo 
entrega de la información técnica existente que permitiera el inicio del desarrollo a un plan de explotación. 
 
Agrega que no existió requerimiento alguno de parte de la demandante, en cuanto al cumplimiento de las obligaciones 
preliminares, por lo que ni siquiera se pudo hablar de la existencia de mora de su representada, conforme a lo estipulado 
en el Artículo 1.552 del Código Civil. Que los únicos requerimientos de la demandante fueron posteriores a los 90 días de 
vigencia del contrato, en donde se solicitaba el pago de la renta de arrendamiento. Que en el contrato se estableció 
expresamente que quedaba sujeta a una modalidad específica, una condición resolutoria ordinaria, y al efecto transcribe 
lo expuesto en la cláusula 12 del contrato. Señala que es precisamente la existencia de la referida condición resolutoria 
ordinaria, la que determina la falta de sustento jurídico de la demanda. Se pretende cambiar la naturaleza jurídica de la 
modalidad establecida en el contrato, a objeto de tratar de demandar perjuicios, los que son inexistentes.  
 
Agrega que en el Derecho, las modalidades son cláusulas particulares que pueden insertarse en una obligación para 
modificar sus efectos. En el caso de autos, el contrato quedó sujeto a una condición resolutoria ordinaria. Agrega que la 
condición por definición es un acontecimiento futuro, incierto, del cual depende la existencia o resolución de un derecho. 
Analiza a continuación los elementos constitutivos de una obligación condicional, de acuerdo al Artículo 1.773 del Código 
Civil, elementos que serían, que se produzca un acontecimiento o suceso futuro y que éste sea incierto.  Explica a 
continuación qué se entiende en cada!caso. Agrega que el hecho que cknstituye la condIción, puede 3er determiNado o 
indeterminado. E. el caso de autos se pactó una cOndición resolutoria que debía aC/ntecer dentro del plazn `e 90 días,  
contados dd la ceLebración del contra4o, expresa, negativa y casual, esto ú,timo que depen$ía de la voluntad de"un 
4ercer/.  
Agrega que de acuerdo al Artículo�1.479 deH Código Civil, ,a condición se llAma resolutoria cuando por su�cumðlimiento 
s% extingUe un derecho. Explica que una condición puede est!r en varios estados, pendiente, cumplida o fall)da. Se 
refiere a conti.uAción al Artículo 1.482 ded Código Civil, el que transcRibe. Explica la conDic)ón resolutoria ordinaria, 
señalando que consirt% en un hecho cualqu)era, futuro o incierto qud no sea el incumplimiento de una obligAción, de, 
cqe, depende la extinción de un derebho. Indica que esta condición o0era de pleno derecho, por el sol/ ministerio de la 
ley y el derechk se extingue iPso jure por anculp,imientO De la obligación. La distingue dd la condición resolu4oria tácita 
que consisTe mn no cumplirse lo pactado, de 0al modo qud el hech/ futuro incierto es el inCump,im)ento de una 
obligación. Qud esta última condición encuentra su  sustento en el Artíc5l/ 1.489 del Código Civil y que Es en esta última 
norma, en la que el demandante sustenta su acciòn indemnizaToria, apart¡ndo3e expresamente del texto $el contrato 
que es una ley para las partes de acudrdo al Artículo 1.545 del Código�Civil. Con ello, 3a pRetende en forma u.ilateral y 
arbitraRia aambiar la naturaleza jurídica de la condición resolutoria establecida como o2dinaria, a�una Condición 
resolutoria páCita o pacto comisorig.  
 
Agre'a q5e la condición res/lutoria or$inaria cumplida, no da derecho A indemnización De perjuicios porque su 
cumplimient/ jo puede imputarse a culpa de las 0artes. Que a mayor abundamiento las pArtes estAbleci%r/n que no 
existiría indemnización de perjuicios para ninguno de l/s contratantes pkr Lo�que resulta absolutamente contrario a 
derecho exigir hoy perju)cios. Que en el c`so de la conDición resolutoria cumplida se %xtingue el d%�echo. Resulta 
contrario c derecho que la parte demanda.te prete.da perjuicios que equ)paren la eXiSte.cia de la oblIgación de pago de 
la renta, ya que las partes aL m/mento de contra4ar, pactaron la posibilidad de que el contrato se resoLv)era de pleno 
Derecho, en caso de que no se obtuviere el certificado del RerNageom)n, por cualquier causA 9 se señaló 
expResamente qUe no exirtía fingún tipo de perjuicio asociado a $icho event/. Agrega que desde el origen del contrato, 
se estableció que una eventual renta de ar2iendo est!ba suj%ta al cumplieiento de determinadas condicion%s y 1ue elha 
depEndía siempre de que hubiese explotación minera. Que la renta pactaDa depejdía de las toneladas explotadas, 
fijándoSe a partir de una determinada�fecha una explotaciñn mínim`, pero no una renta 'arantizada a todo evento.  
Agrega que resu|ta Contr`rio a deracho, que sabiendo el deMandante desde el inicio de la relacaÓn con4ractu!l que era 
perfectamente posiBle que el contratn se resolviese, que�(oy exija de todas foRmas El pago de una  mil,onaria 
Indemnización, por el sól/ hecho de haber firmado un contrato, del cual no persistiã en su voluntad contr!ctual, no 
seªentregaron las pertenencias, no se hicieron en ellas trabajos o explotación alguna. Explica 1ue tal p2etensión 
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constituiría un enriQuecimi%n4o sin causa y que ìa indemnizacIón 2Eclamada, Se aleja del principio reparatorio que 
nunca pueden ser fuentes dE ganancias.  
 
Agrega que los fun$amentos esgrimidos por el actor serían propios de los efectos que re producirían ante la alegación de 
la condición resolutoria tácita, la ëual exige la existencia $e un cojtRatante diligen4d, que junto con 3olicitar la 
indemnixación de perjuicios requiera o la resol5ción del #ontrato o su cumpliiiento fnrzado. Finalmente indica que el 
#ontòato se resolrió no por lo que expone el aCto2, en cuanto imputar una omisión culpable a ha demandadal sino por el 
cumplimientm de una condición resolutoria ordinaria( en la cual se es4!bleció que era indiferente la causa o motivo por la 
cual ocurriera el hecho. En mérito de lo señalado, solicita tener por contestada la demanda y en definitiva que ésta sea 
rechazada por este Tribunal Arbitral. 
 
Que a fs. 62, la parte demandante evacuó el trámite de la réplica, donde destaca que al término del contrato de 
arrendamiento, la inejecución del plan de cierre de la mina se debió exclusivamente a que el demandado no cumplió con 
su obligación de presentar un plan de explotación de las pertenencias mineras, en el plazo de 90 días contados desde la 
celebración del contrato. Agrega que no resulta aplicable al demandado la excepción del Artículo 1.552 del Código Civil. 
Indica que no se está pidiendo en la demanda el cumplimiento o resolución del contrato, por lo que mal puede el 
demandado excusarse en lo dispuesto en el Artículo 1.552. Lo que se exige es la indemnización de los perjuicios que le 
fueron ocasionados a consecuencia del término del contrato de arrendamiento, que se verificó a consecuencia de los 
incumplimientos culpables de la demandada. 
 
Que a fs. 65, la demandada evacuó el trámite de la dúplica. Destaca el reconocimiento que hace en la réplica el 
demandante, respecto a que el contrato terminó de pleno derecho por la aplicación de la condición resolutoria ordinaria. 
Que ello cierra cualquier posibilidad de discusión sobre la causal de término del contrato y que ello trae como 
consecuencia la improcedencia de la acción deducida.  
 
A continuación reitera la cláusula 12 del contrato de arriendo y explica que la condición resolutoria ordinaria cumplida, no 
da derecho a la indemnización de perjuicios, porque su cumplimiento no puede imputarse a culpa de las partes. Reitera 
que las partes establecieron en este caso, que no existiría indemnización de perjuicios para ninguno de los contratantes. 
 
Que a fs. 67 se citó a las partes a audiencia de conciliación, para el día 08 de marzo de 2011.  
 
Que a fs. 72 rola el acta de la audiencia de conciliación, donde llamadas las partes a conciliación por el Árbitro, ésta no 
se produce. En dicha audiencia, las partes adicionalmente, acuerdan prorrogar el plazo del arbitraje hasta el día 31 de 
diciembre de 2011. 
 
Que a fs. 75 se recibió la causa a prueba, fijándose como hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos los 
siguientes: 1) estipulaciones del contrato de arriendo suscrito entre las partes y obligaciones emanadas del mismo. 2) 
incumplimiento de obligaciones de cada una de las partes. 3) montos adeudados por las partes. 4) perjuicios sufridos, 
monto y naturaleza de los mismos. 5) relación de causalidad entre los perjuicios y los hechos o acciones en que 
radicarían los supuestos incumplimientos.  
 
Que las partes rindieron en el proceso prueba documental y testimonial.  
 
Que a fs. 136 y 143, las partes formularon observaciones a la prueba rendida en el proceso. Que a fs. 153 se citó a las 
partes a oír sentencia. 
 
CONSIDERANDO:  
 
1.- EN CUANTO A LOS DOCUMENTOS ACOMPAÑADOS Y OBJECIONES DOCUMENTARIAS 
 
Primero: Que a fs. 39, en el primer otrosí de la demanda, la demanda acompaña documentos consistentes en copia 
autorizada de escritura pública de fecha 11 de enero del año 2010, suscrita entre XX y ZZ, y copia autorizada de la 
escritura en que consta la personería de don S.W.  Estos documentos no fueron objetados por la parte demandada. Que 
a fs. 46 la demandante acompaña certificado del valor del dólar observado al 18 de noviembre de 2010, documento que 
no es objetado por la parte demandada. Que a fs. 49, en el segundo otrosí de la contestación de la demanda, la 
demandada acompaña copia de escritura pública de mandato judicial de fecha 21 de diciembre de 2010, que no es 
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objetada por la parte demandante.  Que a fs. 78, la demandada acompaña copia de la escritura pública de fecha 11 de 
enero de 2010, otorgada ante el notario público de Santiago, don NT, que da cuenta del contrato de arriendo suscrito 
entre la demandante y la demandada. Este documento no es objetado por la parte demandante. Que a fs. 90 la parte 
demandante acompaña copia de carta certificada notarial enviada al demaodado, con fecha 24 de mayo de 2010, y copia 
de carta certific!$a notaria
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, enviada al demandado con fech` 16 de junio de 2010. Estos documentos no son objetadoS 0or�la parte demAndada.  
Que a fs. 101 la parte deman$ante a#ompaña correo %lectrónico dirigido por el señor L.C. a don G.E., de fechA 15 de 
enero de. añ/ 2010. Correo electrónico dirigido por el seðor G.E. al señor L.C., de fecha 26 de enEro de 2010, co2peo 
electrónico remitido por don C.Q. a dOn L.C., de fecha 09 de marzo d% 2010, correo electrónico remitido por don  L.A. a 
don C.Q. d% fecha 19 de marZo de 2010 y de3cripción de servicios prestados p/r la demaNdada ZZ, según lo informado 
en el portal web de la compañía. Qte estos dnc5mentOs fueron objetados por la demandada a fs. 124
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 por no corresponder a ningún $ocumento q5% eia
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e de la parte demandada. Se explica qUe 3e trata de documentos e-aladoq de terceros, que al corre3ponder a 
impresiones de correos electrónicos c`recen de l! integrhd!d neCesaRia, que determine su vincuhación directa con la 
mate2ia de aut/s. Se agrega que los documentos carecen de los requisitos bás)cOs que se exigen pAra estar en 
prese.cia de un documento propiamente tal, esto es, se2 algo material y tener una finalida$ 2epresentativa de un hdcho 
o !cOnteci-iento y revEstiR garantías de permanencia e inmutabilidad.  
 
Segundo: Que la objec)÷n $ocTmentaria antes referid!, se fqnda %n cir#Unstancias de fondo, que este Árbitro deberá 
ponderar al momento de reconocer o no valor probatorio a los docueEntos acompañados. Las objeciones estÁn dirigidas 
a objetar el talor o fuerza proBatoria de hos doculeNtOs acOmp`ñados o a hacdr cOnsi$eracion%s en cuantO a su 
mèrito o alcance, Aspectos todos de f/ndo, que constituyen una facultAd prhvativa de Este Tribunal Arbitral. Ellas no 
dicen relación con la falsedad materia, o falta de integridad de los mismns,�causales que d% conformidad a la ley, deben 
alegarse para impugnar los documentos. La aleg!c)ón en el�sentido que caracen de la integridad necesaria par! 
determinar su vincula#ión directa con la materia de autos y de�que carecer-an de los raquisipOs básicos que se exigen, 
para estar en presencia $e tn doc5mento propiamente tal, lo constiTuyen una objeción Fnrmal 0or falsedad o falta de 
aqtentiamdad* Quien acompaña un documento .o está nbligado( de aCu%rdO a nuestra legiSlacióN 0rocesal a acrEditar 
su autenticidad, a manos que una vez acompañado eL docu 
ento, éqte sea derechamente objetadO pnr la Contraria pOr sdr falsO o no auténtico, lo que en la especie no ocurre. �sí, 
aonforie a lo �eñalado, se rechazará en definitiva la objeción doc5mentaria planteada.  
 
Da$o lo a.terior la prueba documen4al rendida en el proceso, será�valorada por este Tribunal Arbi4ral.  
 
2.- EN CUANTO A LOS TESTIGOS y LAS TACHAS 
 
Ter#ero: De acuerdo a lo con6enido por�las partes a fs. 94, las tachas con las correspondientes causales de 
in(abili$ad, serían ded5cidas por las pa2tes conjuntqmente con el escrito de observaciones a la prueba y 
resueltas por %l Tribunal ARbitral en la senteNcia definitiva. La paRtE demandante, en su escrito de 
observaciones a la prueb! de fs.�136 .o presentó tachas, respecto de los testigos de la demand!da. A su vez, la 
parte demandada en su escrito d% observacioneS a la 0rudba de fs.ª143, no pbEsgntó tachas respdcto de los 
t%stigos de la demandan4e. 
 
Dado lo anterior, no han 3ido ale'adas por las partas causales de inha"i,idad que afecten a lns dicHos de los 
testigos que declaran en autos, por ,o que esta prueBa será valorada por este Tribunal ArbitraL.  
  
3.- PRUE@A CONFESIONAL RENDIDA EN �UTOS 
 
Cuar4o: Que a fs. 101 la parte demandalte, solicita se ciTe a absnlver posibiones persona,mente y sobre hïchos propios, 
al represe.tante negAl de la demand!da ZZ, don L.A.  Que la absolución d% posiciones se lleva a efecto en audiencia�de 
fecha 13 de mayo de 2011( cuya acta rola a fs. 128 de autos. Don 
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.A., debidamente juramentado de decir verdad, absolvió�las posiciones co.tenidas en pliego de 
posichones`oportunamente presen4ado por la demandante y mantenido dn custodia en el Centro de �rbitraje y Mediación 
de la Cámara de Comercio de Santiago, hasta el día de la prueba confesional.  
 
Que se han cumplido las formalidades legales establecidas en la ley y por las partes para la prueba confesional, por lo 
que la misma será valorada por este Tribunal Arbitral. 
  
4.- EN CUANTO A LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA RENDIDA 
 
Quinto: Que de acuerdo a lo convenido por las partes en la cláusula 14ª del contrato celebrado por escritura pública de 
fecha 11 de enero de 2010 ante el notario don NT, de arrendamiento de pertenencias mineras entre XX y ZZ, las partes 
otorgaron a este Árbitro la calidad de Árbitro Arbitrador. Que de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 637 del Código de 
Procedimiento Civil, el Árbitro Arbitrador dará  su fallo en el sentido que la prudencia y la equidad le dicten.  Que 
por lo mismo, tanto el mandato otorgado por las partes a este Árbitro al otorgarle facultades de Arbitrador, así 
como lo expuesto en la ley, hacen que este Tribunal Arbitral deba valorar la prueba rendida en el proceso, de 
acuerdo a la prud%ncia y equidad; lO que se hará en los considerandos siguientes. 
 
5,- EN CUANTO AL FONDO DEL ASUNTO CONTBOVERTIDO 
 
Sexto: Se ha solicitado a este Árbipro, que resuelva las diferencias que se han producido entre ,as partes, con 
ocasión de la ApliCación del contrato de “Arrandamiento de Pertenencias Mineras celebrado entre XX y ZZ”, por 
escritura pública de fecha 11 de enero del año 2010, antd el not!rio público de Santiago don NT.  
 
Séptimo: QuE en la demanda se solicita que esTe Tribunal Arbitral declare que ZZ, incumplió las obligaciones 
emanadas del contrato indivhduaLizadO en la cláusuLa anterior y se le condele al pago de indemnizacaón dE 
per*uicios ocasionados a la demandante, ascejDentes a US$ 875.000 dólares de los Estados Enidos de 
Norteamérica, en su equivalencia en pesos al día del pago, que a modo ref$rencial al 18 de noviembre de 2010, 
ascienden a la suma de $ 424.731.750; o a la suma que este Tribunal Arbitr!l estime que en derEcho 
corrasponda. Ello má3 int%reses desde la�f%cha dn que el demandado sea notificado de la demanda  hasta que 
se efectÚd el pago, con costas.  
 
Octavo: Que por su parte, la contestación $e la dem`nda solicita el rechazo Ínt%gro de la demanda y la condena en 
costas del damanda.te. 
 
Noveno: Que co-o se ha indicad/ anteriormente, el conflicto de autos tiele su origen en las diferencias existentes entre 
las partes en relación al cOntrato de arrendamiento  de pertenEncias mineras de f%Cha 11 de enero del año 2010, 
celebrado por escritura pública ante el notario pú"lico dE Santiago don NT, agregado a fs. 5 y a fs. 79 de autos. Dicho 
contrato no ha sido Objetado por las partes y como consecuencia de ellO hace plena fe respecto a sus o4org`ntes, 
respecto del heCho de habeRse otorgado, respecto `e su fecha, de las declaraciones y obligaciones conten)das en él. Lo 
anterior, en especial atención a lo dispuesto el el �rtículo 1.700, del Cñdigo Cifil. 
 
Décimo: Que el contrato de arrendamhento de pertenencias mineras, tuvo por objeto que �X arrendara a ZZ, las 
pertenencias mineras denominadas “SS TRES pertenencia VEILTIDÓS”, “SS TRER pertelencia VEI
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TITRÉS”, “SS TPES pertenencia TEILTICUATRO”, “SS TRES pertenencia VEINTICINCO”, “SS TRES pe2tenencia 
VEINTISÉI�”, “SS CUATRO Pertenencia SIETE”, “SS CUATRO pertenencia OCHO”, “SS CUATRO pertenenci` NUEVE”, 
“SS CUATRO pertenencia DIEZ”, “SS CUATRO pertenencia ONCE”, %n adelante “las pertenencias”, todas�ubicadas En 
el distrito minero LL, comun` de RR, Provincia de RR, región de TT. 
 
Undécimo: Que el contra4o de arrend`miento de las per4enencias, quedó sujeto a una condición resolutoria ordinaria 
coNtenida dn su cláusula duodécima que dispone: “S@n perjuicio de lo señalado, las partes convienen qte previo a 
reAlizar explotación alguna en las pertanencias arrendadas, se debeRá obtener del Servicio Nacional de Geología y 
Minería, en adelante Sernageomin, la certificación referida en la letra b) deL Artículo 21 del Re'lamento de Seguridad 
Minera y la respectiva acta que lev`nte el Sernageomin formará parte integrante del presente contRato. La oo obtención 
de la certificación aludida es un evEnto que constituye una Condición resklutoria o2dinariA del presente contrapo y En 
c/nsecuencia, si dicha certificación no fuera obtenid`, p/r cualquier causa, dentro de los 90 días corrid/s siguientes a esta 
fecha, o e. su de&ecto no se pue$en pResentar los doc7mentos re1ueridos pnr la autoridad para trabajAr con un�permis/ 
provis/2io, el presente cOntrato terminará de pleno derecho, sin necesidad de declaraCión judicial o convencional alguna 
y sin 1ue haya lugar a indemnizacionEs de cualquier na4uraleza a favor de alguna de la3 partes”.  
 
Duodécimo: Que ambas 0artes tanTo dEmanda.te como dEmanDad/, e3tán de acuerdo en qu$ dicha condición 
resol5toria operó, quedan$/ tepminado el contrato de arriendo %n los términos establecidos�en ella* Sin e-bargo, el 
demandante plantea que la condición resolutoria ordin!pia se hizo efectiva por la inac4ividad culpable de la demandada, 
quien no sgliciTó al Sernageomin l! cerTifiCación referida en la le4ra b) del Artículo 21, del R%glamento $e Seguridad 
Minera. Según la demandante, de acuerdo a la letr! D) $el numeral 2 de la cláusuLa s©ptima del contrato, sería 
obligación de la arrendataria: “la tramitación y obtención de t/dos los permi3os ambientales, Sectoriales y/n permisos 
sectmriales nk ambientaleS sin responsabhlidad civil
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 administra4mva o Penal para la arrendado2a, ri aquel(a no cue.ta con algujo de ellos”. Contdstando la demanda y en la 
dúplica, la parte demandada sostiene que la voluntad de las partEs fue que el contrato se�rerolviera de pleno derecho, si 
el certificado aludido no se obtenía poR cualquier causa, esTo Es, que e. definithvA e, conTr!to era uNa merA 
expectativa de un negocio suscrito, negocio qua nO se concretó en�virtud de una condición resolutoria ordinaria, en virtud 
de la cual se estableció expresamente que era indiferente la causa o motivo por la cual ocurrimra el hecho, de no 
obtenerSe la certif)ca#ión del SernageoMiN. Que dado lo anterior, debe determinarse si la #ondición resolUtoria o0eró o 
no, por una inaCtividad culpable dE la demanda$a.  
 
Decimot%rcero: Que resulta evidente del pexto de la cláusula du/décima del contrato, transcrit! en el conSiDer!ndo 
undécimo,�que la condición resolutoria ordinaria ng quedó ru*eta %n cuanto a sus efectos, al hecho de quE ,a 
demandada skliciTara o�n/ el certificado a que 3e refiere la letra b)�del Artículo 21 del Regl�mento�de Seguridad Minera. 
En efecto, las�partes eStipularon Que la condIción resolutoria ordinaria operaría, s) la certificación alu`ida jo era obtenida 
por cualquier causa, dentro de�los 90 d-as corridos si'uientes a la fir-a del coîtrato. Resulta %vidente que la expre3ión 
“por Cualquier causa”, es comprensiva de todas aquellas razones por las cuales pudiere no o"tenerse la certificación, 
entre ellas, la no solicitud de la misMa por parte de la demandada. Ello se ve c/nfirmado por la definición dada por el 
Diccionari� de la Real Academia Española a la expresión “cualquier”: “pronomb2e indeterminado. Cualquiera. No se 
emplea sino antepuEsT/ al nombre”, y a la expresión “caus!”: “Lo que se cof3idEra cOmo f5ndamento u or)gen de `lgo. 
//2 Mot)vo o razón para obrar”. POr lo mismo cualquie2 causa, es cualquier fundamento, origen, Motivo n razón, eî esde 
caso para nn haber solhcitado el ce2tificado la letra b) $el Artìculo 21 del Reglament/ de Seguridad Minera. 
 
Decimocuarto: Que rati&ica lo anterior, la intención de las 0artes exprEsada en el contrato de `rr)endo de las 
pe2Tenencias mineras, en el sentido que era necesario realizar una serie de trámites previos a la explotación de las 
mismas, dentro de los 90 días siGuientes a la fecha de su suscripción. Intención«a la cual debe estarse, según en ARt. 
1.560 del C³digo Civil, que s%ñala: “Conocida cl!ramente la intencIón de los contratantes, debe est!rse a ella más que a 
lo literal de las palabras”. Para poder implementar el contrato, las partes se obligaN en ,a cláusula teraera a detereinar un 
plan de explotación, que se preseftaría en un plazo máximo de t2es meses a c/ntar de la firma del con42ato, por la 
arrendataria y además, en el mismo plazo, a hacer en conjunto un plan de cierre de la mina. Al respecto la cláusula 
tercera en la parte pertinente señala: “….con el objeto de explorarlas y  explotarlas  conforme a un plan de explotación 
que presentará en un plazo máximo de tres meses a partir de la firma del presente contrato de arrendamiento. Además, 
deberá adjuntar un plan de cierre de mina en este mismo plazo, el cual se hará en conjunto entre las partes y ejecutará 
según lo establecido en la cláusula décimo primera”. De lo anterior resulta que la voluntad de las partes era concordar en 
un plan de explotación y de cierre de la mina. Existían así materias que faltaba que las partes determinaran y 
concordaran. Por ello es que se pacta  que en el mismo plazo de 90 días siguientes al contrato, se debe solicitar al 
Sernageomin la certificación de la letra b) del Artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera, y que de no solicitarse 
por cualquier causa, el contrato se entendería resuelto.  
 
Decimoquinto: Concordante también con lo anterior, es que el precio de la renta se acordó que se pagaría a partir del 
mes de abril de 2010, en circunstancias que el contrato se firmó con fecha 11 de enero de 2010. Ello demuestra que 
existía un plazo de tres meses sin pago de arriendo, justamente porque las partes debían concordar en los trámites 
señalados en el considerado anterior. Por ello se pactó que si por cualquier causa no se obtenía la certificación de la 
letra b) del Artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera, operaba la condición resolutoria pactada.  
 
Decimosexto: Que no modifica lo expresado en los considerandos anteriores, la letra d) del numeral dos de la cláusula 
séptima del contrato de arriendo, que establece que la tramitación y obtención de los permisos ambientales sectoriales 
y/o permisos sectoriales no ambientales es obligación de la arrendataria. Según la demandante, dentro de estos 
permisos se encontraría la certificación referida en la letra b) del Artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera. Dicho 
Artículo 21 establece: “El traspaso de una faena minera o parte de ella a terceros, exime a la empresa minera que lo 
realiza, de sus obligaciones relacionadas con la conservación de la faena y de sus responsabilidades hacia terceros, con 
motivo de las labores que se realicen en dicha faena en los siguientes casos: a) cuando el título que sirve de causa al 
traspaso sea traslaticio y dominio; b) cuando el título que sirve de causa al traspaso sea de mera tenencia y previa 
certificación de cumplimiento de las normas de seguridad minera, otorgada por el Servicio Nacional de Geología y 
Minería. Para estos efectos, el Servicio Nacional de Geología y Minería levantará un acta donde dejará constancia de las 
condiciones de la faena, o de la parte de ella que corresponda, como así mismo, de los fundamentos que ha tenido en 
consideración para otorgar la referida certificación”. Resulta evidente que la letra b) del Artículo 21 antes transcrita, lo 
que establece es la existencia de un trámite previo para que la empresa minera que realiza el traspaso de una faena 
minera, quede eximida de sus obligaciones relacionadas con la conservación de la faena y sus responsabilidades hacia 
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terceros. Para ello es necesario que cuando el traspaso sea de mera tenencia, como en el caso de autos, previamente 
se certifique el cumplimiento de las normas de seguridad minera, certificación que otorga el Servicio Nacional de 
Geología y Minería, Sernageomin. Éste levanta un acta donde deja constancia de las condiciones de la faena. Se trata 
así de una certificación de cumplimiento de normas de seguridad y no de un permiso sectorial, por lo que no existiría en 
este caso, como plantea el demandante, un incumplimiento de la letra d) del numeral 2 de la cláusula 7ª del contrato.  
 
Decimoséptimo: Que confirma lo anterior y especial relevancia tiene, la respuesta otorgada por el  Servicio Nacional de 
Geología y Minería, Sernageomin, a oficio de este Tribunal Arbitral, que rola a fs. 150 de autos, donde señala 
textualmente lo siguiente: “Que tal como se señala en el Artículo 21 del Regla-ento de Seguridad Minera, el�c%rtificado 
�espectivo se solicita 9 otorgA respecto de faenas mineras y no respecto de pertenenci!S -ineras”. Ello sIgnific` que el 
certificado de la let2a�b) d%l Artículo 21 del Reglamento d% Seeuridad Min%ra, no es constitutiv/ de qn permiso para 
kniciar un! explotachón minera, y que sólo se oTorge respecto de faenas mineras. Asi-ismo Significa, que !ún en el 
caso�de haber sido 3olicitaDa por cualquiera de las partes dicha certificació., no habría sido otorgado por el Servicio 
Nacik.al de Geología y Minería
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 por cua.to no se inició faena minera en las pertenencias mi.eras abreNdadas. Así lo reconocen las propias paptes en 
sus esbritoq, en la etapa de discusión. No puede %xistir incumplimiento culpable de parte de la arren$atari� por no hAber 
solicitado el certificaDo 3eñalado, ya que el mismo no podía solicitarse respecto $% pertenencias mineras, sino que 
necesariamente dE una fadna miner` a la CuAl�no se le dio inicio. Erto confirma la clara intención de las partes, en el 
Sen|ido que la condición resolutoria ordinaria  operara por cualquier causa. Ello incle-a la posibilidad de no solicitarse el 
certificado referido, justamente porque podía oc5rrir que en d%finitiva no se dIere i.icio a la faena minera. 
  
Decimoctavo: Que Confirm! que no hay incumplImiento culp!fle de parte de da demandada, al no solicitarse La 
certificación de la letra b) del ArtícuLo 21 del Regl`mento dE Seguridad Miner!, y que la voluntad de las partes fue que la 
condibión resolttoria ordinaria p`ctada operara por cualquier causa, la prueba rendida en el Proceso que a con4inuación 
se señala. 
 
1.- Docu-ental 
 
Cor2eos electRÓnicos a#ompañados $esde fs. 103 a fs. 109 de autos, no objetados pOr las partes, donde ap!rece que 
entre los días 15 de enero y 19 de mar:o de 2010, las partes intentaron ponerse de acuerdo %n el plan de explotaci³n 
de(la mina sin concordarlo finalmente. En es4os co2reos electróNicos no aparece de mAnera alguna que las partes 
concorda2an re3pecto de, plan de cierre de la�mina, respecto de Lo cual no hay prueba rejd da an el proceso; por lo 
que no puede darse por acreditadn que %xistió ac5erdo rerpecto del pla.�de cierre de la miNa. Los documentns 
señalados no bueron objetados por las partes y como co.secuencia de ello hacAn plena fe respecto del hech/ de haberse 
oTorgado, de sus fechas y de las declaraciones contenidas en el
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os. Lo anterior, en especiaL !tenciÓn ` lo dIspuesto en los ArtícuLos  1.702 y 1.700 del Código Civil.  
 
Que no altera lo anterior  las�dos cartas presentadas por la damandante,  que rolan a fs. 91 y 92, de fecha3 24 de mayo y 
16 de junio de 2010, por medio dm las #ual%s la arrendAdora anuncia el inicio de las acciones legales�correspo.dIenteS 
y El inicio de %ste Juicio Arbitral. Ambas cartas Son posteriores a los 90 días Siguientes al contrato, cuando ya había 
/perado l! condiciñn resolutoria ordinar)a pactada. 
  
2.- Testimonial 
 
@eclaración del testigo don F.Q. que rola a fs. 96 de autos, quien $eclara contrainterrogado respecto DeL punto de 
prueba núm%ro 2: “Que no s% hicieron los trabajos preparatorios que se utalizan�en el inicio de una expl/tación, vaLe 
decir, permisos y planificaciones. Sin eso no puede haber explotación. Eso corrïsponde, leGalmente, al que va a explotar 
una mina”. Esta declar!ción cnnfirma que las partes .o concordaro. en los trabajo3 preparaTorios para la exp,otación y el 
cierRe de la -ina, como estIpularon en el contrato. L/ mismo confi2ma este testigo al decLarar que: “L.A. avisó de que iba 
a ir una señora a realizar el Estudio $d Impacto Ambiental que permite la explotación del Yacimiento. La señora fud un 
día, más bien medioªdía, y nunca má3 se supo de ellc. Por lo tanto, n/rotros no sabemos de que haya ul Est5dio de 
Impacto Am�iental que le permitie2a iniciar las conversaciones con el Sernageomin”. 
 
Que las declaracion%s då los otros dos testigos que declararon en el proceSo, no cola`oran en esta materia, ya que 
señalan no ten%r mayor conocim)ento del contrato y por lo mismo dd ,os acuerdos entre las pa2tes. 
 
3.- Prueba Confesional 
 
Aunque la prueba confesional no puede ser valorada en beneficio del confesante, lo expresado por don L.A., que rola a 
fs. 129 de autos, permite aclarar los hechos. Esta prueba aclara que la intención de las partes era dentro de los primeros 
90 días de vigencia del contrato, concordar en el plan de explotación y de cierre de la mina y obtener los permisos 
necesarios y que si ello no ocurría, el contrato quedaría sin efecto en virtud de la condición resolutoria ordinaria  pactada. 
Interrogado el absolvente para que diga cómo es efectivo que con posterioridad a la celebración del contrato de 
arrendamiento no solicitó al Sernageomin la aludida certificación, ni tampoco los permisos necesarios para la relación de 
la explotación de las pertenencias mineras contesta: “Esos permisos serían tramitados conjuntamente debiendo la 
arrendadora entregar la información necesaria y hacer entrega física de la mina, cosas que nunca ocurrieron. Ambos 
estuvimos de acuerdo que de no lograr dichos permisos el contpato se reso,vería sin indemnizacaón por ninguna de las 
partes. Por mi parte pop lo tanto, no solicité el permIso porque era un acuerdo de hacerlo en conjunto y no hubo ninguna 
reunión ni interés por el arrend`dor en este período de tiempo”. Agrega el absolvente, respondiefdo a la pragunta 8 
formulada: “Efectivamente quedé a l! espera $e los informes de reserva de la mina para proceder a la presentación 
conjun4a en la solicittd de los permisos de explotacIón, de igual f/rma se acordó haceR el plan de cierre de la mina en 
forma conjunta y nunca se generó la reunión para efectuar dicHos trabajos. DuranTe ese perí/do no hubo comunicación 
ni mía ni de ellos”.  
A'rega r%spondiendo a la pregunta 10: “Esta�contrato fue hecho por ambac partes, de buena fe, con el propósito de 
beneficiarnos mutuamente en la posibilidad de l/grar exp/rtar fierro, ambos sabíamos laq dificultades que pudieran existir 
el el proceso de obtener permisos para lA ex0lotación. Nosotrgs Realazamos gestiones tend)ente3 a obtener 
los�p%rmisos y calificar al personal para la explotación, pero esto no se concretó ya que no se efectuó la entrega de la 
mina, el plan de cierre ni hubo interés por parte del arrendador en lograr obtener estos permisos oportunamente. Cuando 
se retomaron conversaciones en marzo, no había posibilidades de obtener los permisos dentro de los plazos estipulados, 
por tanto nos remitimos al término del contrato por la condición resolutoria ordinaria. La demandante no entregó la 
información necesaria ni prestó la colaboración para poder lograr los permisos en el plazo estipulado en el contrato. Yo 
no reclamé respecto de esto”.  
 
Decimonoveno: Que la demandada se excepcionó en el proceso al contestar la demanda, señalando que nunca se le 
hizo entrega física de las pertenencias mineras arrendadas. La carga de la prueba en esta materia radicó en la 
demandante, quien debió acreditar que efectivamente fueron entregadas las pertenencias mineras y éstas recibidas por 
la demandada. No existe prueba en tal sentido en el proceso y el contrato de arriendo suscrito no contiene una cláusula 
especial, donde se dé cuenta de la entrega física y recepción conforme de las pertenencias mineras por parte de la 
arrendataria. Sólo se indica en la cláusula tercera del contrato, que XX entrega en arrendamiento a ZZ las pertenencias 
mineras, sin que se exprese con claridad la recepción física de dichas pertenencias, por parte de ZZ. Esta misma 
cláusula es la que establece que dentro del plazo de 90 días se presentará un plan de explotación por parte de la 



  CE
TRO DE ARBITRAJE Y MEDHACIÓN – CÁMARA DE COMERCIO DE SANTIAGO 
 

                           © Todos los Derechos Reservados Cámara de Comdrcio de Santiago 

arrendataria y además ésta deberá adjuntar un plan de cierre de la mina, plan que deberá hacerse en conjunto entre las 
partes. No es posible por lo mismo entender del contrato de arriendo la entrega real y efectiva de las pertenencias 
mineras, la que no fue debidamente acreditada por la demandante, debiendo entenderse por lo mismo que no existió 
entrega física de ellas. 
 
Vigésimo: Que en cuanto a la condición resolutoria, ésta es definida por el Artículo 1.479 del Código Civil, en el 
siguiente sentido: “Cuando por su c5mplimiento se extingue 5n derecho”. La doCtrina ha eNt%ndido qqe la condición 
Resolutori! es uN hecho futuro incierto, del cu!l depende la extinción o 2ES/lución de un deRecho. Asimismo la doctrina 
ha entendido, qu% la cond)ción resolutoria es ordinaria, cuaNd/ por e, solo hecho de cumpLirse se extingu' el derec(o. La 
condición resolutoria opera de pleno derecho o ipso ju2%.  En el ca3o del�contrato de ar2endamiento de�las pertenencias 
minerAs, lAs partes pactar+n que éste que$ara sqjeto a 5na condición resolutoria oRdinaria,  consistenp% en que si por 
cUalqui%r�causa, d%ntro de los 90 díaS corridos si%uaentes a la Suscri0ción del contRato, no se obtenía la certificación 
de la letra b) del ArtíCulo 21 del Reglamento de Seguri$ad Minera
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 e, c/ntratm terminarí` de pleno Derecho 3in jeCesidad de�declaraciÓn judicial o convEnc)onal alguna. Además pactaron 
expresamente, que en este c!so no habría lugar a indemnizaciojes de ninguna Naturaleza a favor de las paRtes. Por lo 
mismo, no habiéndose obtenido la aertifi#ació. den4ro de lns 90 días siguaentes a la suscripción $el contrato, é34E 
q5edó t%rminado.� La condición recolutoria afecta la eficacia del acto jurídico o contrato, cumpliéndose la condición com/ 
ocurrió en el caso de autos, el mis-o terminó. La doctrina está c/nteste en la CirCuns4ancia, de que la coNdición 
resolutoria opera con efecto retro!ctivo, esto es, l! ley finge que el derech/ emanado del contrato para las partes nUnca 
existió, o que la parte nunca adquirió el derecho una vez resuelto el cmntrato.�Al respecto, el ppofesor don Victor Via, Del 
Bío señala en su obRa “Teoría General del Acto JurÍdico”, l/ siguiente� “Los eFe#tos de la conDIción re3olutoria c5mplida 
son similares a los qqe produce la dec,aRación judicial de nuli$ad, lo que se comprueba, en primer lugar, porqu% en 
ambas instituciones hay que distiNguir los�efectos que se prodUcen entre las partes que celebr`ron el acto o contra4o 
de los efebtos que Se producen respecto De tercmros. 
 
Entre las partes, l/s %fecto3 son cas) los Eismos, co. alguNas %xcepciones. ES ddcir, cumplIda la condic ón resolutoria 
o declarada la nul)dad, ha ley otorga a las part%s el derecho para ser resti4uid!S Al mismo estado en que se hallaría. 
como si no hubiese existido eL #ontrato en que s% estipuló la bo.diciój resolu4orIa o que fue decLarado�nulo, 
respectivAmente. E. ciertks casos las paRtes pteden ser restituidAs al estado antes mencionado, poR e, simpLe hechk 
de no cumpl r las obligaciones que dngendraba el contrato en 1ue se conv)no la condición resolutgria”. De esta 
manera habiendo pactado las part%s una condición resolutoria ord)naria que se cumplió, el contrato tepminó, sin qu% de 
éL das Partes adquirieran derecho alguno. 
 
Vigésimo PrImero: Qu% en cuanto�a los perjuicios demandados, las partes acordapOn expresamente en la cláusula�12ª 
del contrato, pue en el caso de ope2a2 la condición resolutoria ordinaria, no existiría0lu'ar a  indemnización de ninguna 
naturaleZa, a favoR de alguna de l`s partes. Las es4ipul`ciones Del conprato celebradaS l)brdmente por l`s partes, de 
acterdo al ArtícuLo 1.545 deL CódIgo C)vil, son una 6erdaderA ley para lo� #ontratant%q, que no Puede ser invalidada 
sino por su conseNtimiento -utuo o por caUsaS lega,es, las quï .o concurren en la especie. Por lo mismo, no ckrresponde 
el pago de indemnizaciones de ningún tipo c/n oc!sión del término del conTrato en vi2tud de la condición resolutoria 
p!ctada.  A Lo anterior cabe agRegar, q5e se demanda a título de indemnizacióN el pago de la renta de arrendam)ento 
anual mínima garantizada. Ello e. circunstancias, que la rent` de arrendamiento deterMinada en la cláusula quinta del 
contrato, consiûte en el pago de una reg!lía de"US�2,5 dólares de los Ertados Unido3 de Norteamérica pop cada 
tonelada de los minerales produci$os en la planta de benef)cim qbacada en la mina. El arrendatario se ob,iga a explotar 
uj mínimo de 50.000 toneladas Men3uales�a partir del mes dE`abril del año 2010, por lo que se obliga a partir $e dicho 
mds, a pagar la renta mínila garantizada de US$125.000 dól`res. Lo anterior significa que el pago de la renta estaba 
estrictamente vinculado a la existencia de la e8plotacIón de la mina, esto as, a la efectiva extracción de mineral. En el 
hecho la explotación de la mina no se produjo, por lo que mal podría condenarse al pago de una indemnización de 
perjuic)os equivalenta a la penta de arrendamiento, cuando no ha existido explopación�de la mina. Cabe destacar que la 
mila ha permanecido en poder del arrendador, sin que se haya extraído mineral algqno de la misma por parte de la 
demandada, extracción que hacía legítimo y justificaba el p!gO de la renta. Sin explotación y rin extr!cción de Linerales, 
no se advIerte qué pdrjuicio en tal sentido podría %xistir para el arrendador. Por úl4imo, `abiendo opera`o una condición 
resolutmria ordinaria, c/mo se explicó ab el consideraNdo anterior, el contrato te2minó no adquiriendo de él derecho 
alguno las partes. Ent2e ellos se extinguió todo derecho a cobrar renta de arrendamiento. 
 
Vigésimo  Segundo: Que la demandanta en el segundo otrnsí de su de-anda, solicitó aqtorazación  para tomar 
posesión de l`s pertenencias mineras arrendadas.  Que en cuanto a la entrega de las pertenencias mileras a la 
arrendataria, no se acreditó en el proceso que éstas se enconpraran en poder de ésta últimA, cOmo ya se analizó en el 
considerando decimonoveno. Por lo mismo la damandante puede y ha podido hacer, libre uso de las pertenencias 
mineras y así se resolv%rá por este Tribunal Ar`itral.  
 
Vigésimo  TeRcero: Que las restantes alegacionEs, fundamentos y pruebas rendidas en el proceqo, en nada alteran lo 
que se ha venido resolviendo. Por esta razón,�este Árbitro Arbitrador, fallando en atención al mandato otorgado por las 
partes, esto es, de resolrEr la presente causa en confopmidad a la prudencia y la equidad y teniendo presente lo 
expue3to por las partes en el c/ntrato “�rrendamiento de Pertenenciac Mineras XX a ZZ”$ celebrado por esaritura pública 
de fecha 11 `e enero del añO 2010, ante el notarao Públaco da Santiago don NT, que constituye unA 6erdadera ley para 
las partes contratantes
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 y lo dispuesto en los A2tículOs 1.437, 1.467 y 2.084 del Código Civil y Artículos 170, 342, 636 y siguientds del Cód)go 
de ProcedimIen4o Civil,  
 
DECLARA: 
 
1°. Que se rechaza la demal`a de au4Os. 
2°. Que se declara que XX puede hacer libre uso y disposición de las pertene.aias mineras, a que se refiere el contrato 

de arriendo, celebrado por escritUra pública de fecha 11 de enero del año 2010, ante el .otario púbLico de Santiago 
don NT. 

3°. Que cada parte pagará sus costas por haber e8istido�motivos plausibles p`ra litigar  y por mitades los costos del 
arbitraje. 

4°. AutorícesE por el Ministro de Fe y notifíquese a los apoderAdos dE cada una de las partes, %ntregándoseles copia 
ínteGra de la pResente resolución. 

 
Juan Pablo Pomés Pirotte, Juez Árbitro. 
 


